
Número Identificador 

RES2020 _____________ 
 

 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL VIII 
 

 
YASIRIS ADORNO 

RONDÓN, DOLLMARIE 

ADORNO RONDÓN 
 

Ex Parte 

 
DOLLMARIE ADORNO 

RONDÓN 
 

Peticionaria 

 
 

 
 
KLCE201901528 

CERTIORARI 
procedente del 

Tribunal de Primera 
Instancia, Sala de 
San Juan 

 
Civil núm.: 

K EX2016-0070 (705) 
 
Sobre: Declaratoria 

de Incapacidad y 
Nombramiento de 

Tutor 
 

Panel integrado por su presidenta la Jueza Cintrón Cintrón, el Juez 

Rodríguez Casillas y el Juez Rivera Torres. 
 

Rivera Torres, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 23 de enero de 2020. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones la Sra. 

Dollmarie Adorno Rondón (en adelante la peticionaria) mediante el 

recurso de Certiorari de epígrafe solicitándonos que revoquemos la 

Resolución dictada por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San 

Juan (el TPI) el 16 de octubre de 2019, notificada el 18 del mismo 

mes y año.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

desestimamos el recurso de certiorari de epígrafe ante su 

presentación tardía.  

I. 

El 17 de mayo de 2016 la Sra. Yasiris Adorno Rondón presentó 

una Petición de Declaración de Incapacidad y Nombramiento de 

Tutor para su padre, el Sr. Félix Adorno Aponte.  

Luego de varios trámites procesales, que no son necesarios 

consignar en el presente recurso, el 29 de diciembre de 2017, 

notificada el 3 de enero de 2018, el TPI dictó una Resolución en la 

cual declaró al señor Adorno Aponte incapaz para administrar sus 
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bienes y su persona, por lo que nombró a la Sra. Yasiris Adorno 

Rondón como su tutora. En desacuerdo con dicha determinación, el 

9 de marzo de 2018 la Sra. Dollmarie Adorno Rondón (quien es parte 

interventora en la Petición de Declaración de Incapacidad y 

Nombramiento de Tutor) compareció ante esta Curia mediante un 

recurso de apelación identificado caso núm. KLAN201800260. En 

su recurso planteó, entre otros errores, que el foro recurrido erró al 

excluir evidencia por esta presentada.   

El 29 de junio de 2018, un panel hermano emitió una 

Sentencia confirmando la determinación de incapacidad del Sr. Félix 

Adorno Rondón. No obstante, dejó sin efecto la designación de 

Yasiris Adorno Rondón como su tutora legal permanente. 

Consecuentemente, el caso fue devuelto al TPI para que este 

admitiera la prueba erróneamente excluida y emitiera su criterio 

final, conforme a la Regla 42.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V, R. 42.2, sobre quién debía ser la tutora legal permanente del 

señor Adorno Rondón. Este foro intermedio envió el Mandato al 

Tribunal de Primera Instancia el 1 de octubre de 2018. 

El 2 de mayo de 2019 la parte interventora-peticionaria, la 

Sra. Dollmarie Adorno Rondón, presentó ante el foro primario una 

Moción Solicitando Orden con Relación al Alcance del Nuevo Juicio.  

Adujo que en la Sentencia emitida en el caso núm. KLAN201800260 

no se decretó limitar el alcance del nuevo juicio, sino que ordenó que 

cierta evidencia (la perito y los cincos testigos de la interventora) fuera 

permitida, pero ello sin limitar el juicio a esa nueva evidencia 

testifical.1 Por lo que precisó que la parte está en libertad de 

presentar toda su prueba pericial, testifical y documental sin 

limitación, o sea, como si el caso estuviera comenzando.2 

                                                 
1 Véase Apéndice del Recurso, pág. 111a. 
2 Íd., a la pág. 111c.  
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El 30 de mayo de 2019, notificada el 4 de junio siguiente, el 

TPI dictó una Resolución declarando la referida moción No Ha Lugar 

e indicó que “[l]a Ley del caso es el cumplimiento del Mandato del 

Tribunal Apelativo, recibido el 1 de octubre de 2018, según hemos 

establecido repetidamente.”3 

El 12 de diciembre de 2018, notificada el 8 de enero de 2019, 

el TPI nombró perito del tribunal a la Sra. Lory Ann Artache Delgado, 

Trabajadora Social de la Unidad Social de Relaciones de Familia y 

Asuntos de Menores.  

El 7 de octubre de 2019 la interventora-peticionaria presentó 

ante el foro a quo una Moción solicitando Exclusión de Testimonio e 

Informe de Testigo TS Lory Ann Artache Delgado por ser contrario al 

Mandato del Tribunal de Apelaciones. En síntesis, señaló dicha parte 

que conforme a la Resolución del 30 de mayo de 2019 solo 

declararían la perito Rita Córdova y los cinco testigos autorizados 

por el Tribunal de Apelaciones.4  

El 9 de octubre de 2019, notificada el 11 del mismo mes y año, 

el TPI declaró Con Lugar la exclusión del testimonio e informe de la 

Trabajadora Social Lory Ann Artache Delgado. 

El 11 de octubre de 2019 la Procuradora de Asuntos de 

Familia presentó su oposición en cuanto a la solicitud de exclusión 

que hiciera la interventora. Señaló que la designación realizada por 

el TPI para que una trabajadora social del tribunal hiciera su 

evaluación del presente caso, no contraviene el Mandato emitido por 

el Tribunal de Apelaciones. Por otro lado, señaló la Procuradora lo 

siguiente:  

                                                 
3 Íd., a la pág. 111e. 
4 De la Sentencia dictada en el caso KLAN201800260 surge que para la vista 

celebrada la peticionaria anunció siete testigos y el TPI solo permitió su propio 

testimonio por entender que el resto de la prueba era acumulativa. El panel 

hermano concluyó que erró el TPI al así actuar “pues el récord no sustenta la 

conclusión de que los 6 testigos estarían aportando, únicamente, prueba 

acumulativa. De hecho, el récord lo que sugiere es que se trata de una 
determinación arbitraria del TPI, la cual respondió únicamente a razones de 

tiempo y comodidad; es decir, al propósito de culminar el juicio lo más pronto 

posible.” Véase Apéndice del Recurso, pág. 86. 
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     “Además la solicitud que presenta la parte 
Interventora es tardía. Mediante Orden emitida el 25 
de mayo de 2019 y notificada el 4 de junio de 2019, el 
Tribunal concedió a las partes el término de 20 días 
para oponerse al Informe Social presentado por la 
Trabajadora Social del Tribunal. No surge que la parte 
Interventora haya comparecido oportunamente a 
presentar su objeción al informe.” [Énfasis Nuestro].5  
 

El 16 de octubre de 2019, notificada el 18 de octubre 

siguiente, el TPI emitió una Orden declarando Con Lugar la 

oposición de la Procuradora de Asuntos de Familia. Ademas señaló: 

“Se establecerá un plan de trabajo en la próxima vista.” [Énfasis 

Nuestro].6 A su vez, el TPI declaró No Ha Lugar a la moción en 

oposición que presentara la interventora-peticionaria a la moción en 

oposición de la Procuradora de Asuntos de Familia.7  

Inconforme con dicha determinación, la peticionaria presentó 

el recurso que nos ocupa señalando los siguientes errores: 

ERRÓ EL TPI AL AUTORIZAR LA PRESENTACIÓN DE 
UN TESTIGO PERITO QUE NO FUE AUTORIZADO EN 
EL MANDATO DE ESTE HONORABLE TRIBUNAL DE 
APELACIONES EN EL RECUSO KLAN201800260.  
 
ERRÓ EL TPI EN SU INTERPRETACIÓN DEL 
MANDATO DE ESTE HONORABLE TRIBUNAL DE 
APELACIONES EN EL RECURSO KLAN201800260 
COMO IMPONIENDO UNA LIMITACIÓN A LOS 
TESTIGOS A SER PRESENTADOS QUE LE APLICA 
ÚNICAMENTE A LA PARTE INTERVENTORA.  
 

 El 18 de diciembre de 2019 dictamos una Resolución 

concediendo a la parte recurrida el término de cinco días para 

expresar su posición. El 23 de diciembre de 2019 la parte recurrida 

presentó una Urgente Moción en Cumplimiento de Orden, En 

Oposición a que se expida el Auto de Certiorari por falta de 

Jurisdicción y en Solicitud de Severas Sanciones. En esencia señaló 

dicha parte que la designación por parte del TPI de la trabajadora 

social como perito se realizó el 12 de diciembre de 2018, por lo que 

su impugnación mediante el presente recurso resulta tardía.   

                                                 
5 Véase Apéndice del Recurso, pág. 120.  
6 Íd., a la pág. 136.  
7 Íd., a las págs. 124-129. 
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 El 27 de diciembre de 2019 la parte peticionaria presentó una 

Moción Solicitando Desglose de Alegato en Oposición de Yasiris 

Adorno Rondón por Falta de Jurisdicción. Adujo que la trabajadora 

social no es testigo de la parte recurrida, por lo que no tiene 

legitimación activa para oponerse a su exclusión.  

II. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha reiterado en diversas 

ocasiones que los tribunales debemos ser celosos guardianes de 

nuestra jurisdicción. Cordero v. Oficina de Gerencia de Permisos y 

otros, 187 DPR 445 (2012); Vázquez v. ARPe, 128 DPR 531, 537 

(1991); Martínez v. Junta de Planificación, 109 DPR 839, 842 (1980). 

Las cuestiones relativas a la jurisdicción, por ser privilegiadas, 

deben ser resueltas con preferencia a cualesquiera otras. S.L.G. 

Szendrey-Ramos v. F. Castillo 169 DPR 873, 882 (2007); Morán v. 

Martí, 165 DPR 356, 364 (2005); Vega et al. v. Telefónica, 156 DPR 

584, 595 (2002). Una vez un tribunal entiende que no tiene 

jurisdicción solo tiene autoridad para así declararlo y, por 

consiguiente, desestimar el recurso. Carattini v. Collazo Syst. 

Analysis, Inc., 158 DPR 345, 355 (2003). 

La jurisdicción es el poder o la autoridad que posee un 

tribunal para considerar y decidir casos y controversias. A.S.G. v. 

Municipio San Juan, 168 DPR 337 (2006); Brunet Justiniano v. 

Gobernador, 130 DPR 248 (1992). Los tribunales deben 

cuidadosamente velar por su propia jurisdicción y abstenerse de 

asumirla donde no existe. Vázquez v. ARPe, 128 DPR 513 537 

(1991). Es por ello que, como celosos guardianes de nuestro poder 

de intervención apelativa, si carecemos de jurisdicción para atender 

los méritos de un recurso, nuestro deber es así declararlo y sin más, 

proceder a desestimar. García Hernández v. Hormigonera 

Mayagüezana, Inc., 172 DPR 1(2007); Carattini v. Collazo Systems 

Analysis, Inc., 158 DPR 345 (2003). 
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Pertinente al caso de autos, para poder acudir al foro apelativo 

para solicitar la revisión de resoluciones finales u órdenes 

interlocutorias en procedimientos de jurisdicción voluntaria, la 

Regla 32 (C) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. 

XXII-B R. 32 (C), dispone que el recurso de certiorari se deberá 

presentar dentro de los treinta días siguientes a la fecha del 

archivo en autos de copia de la notificación u orden recurrida. 

Dicho término es de cumplimiento estricto. Véanse, Pueblo de 

Puerto Rico vs. Rodríguez Martínez, 167 DPR 318 (2006) y Pueblo de 

Puerto Rico v. Rodríguez Ruiz, 157 DPR 288 (2002).  

Siendo así, los tribunales pueden eximir a una parte del 

requisito de cumplir con un término de cumplimiento estricto si: (1) 

existe justa causa para la dilación, y (2) la parte demuestra en 

detalle las bases razonables que tuvo para la dilación en la 

notificación. Rojas Luego v. Axtmayer Enterprises, 150 DPR 560 

(2000). La acreditación de justa causa se hace con explicaciones 

concretas y particulares debidamente evidenciadas en el escrito que 

le permitan al tribunal concluir que hubo una excusa razonable 

para la tardanza o la demora. Las vaguedades y las excusas o los 

planteamientos estereotipados no cumplen con el requisito de justa 

causa. Soro Pino v. Uno Radio Group, 189 DPR 84 (2013); Febles v. 

Romar, 159 DPR 714, 720 (2003). Los términos de cumplimiento 

estricto no les conceden discreción a los tribunales para autorizar 

prórrogas de manera automática. SLG Szendrey- Ramos v. F. 

Castillo, 169 DPR 873 (2007); Rojas Luego v. Axtmayer Enterprises, 

supra; Banco Popular de PR v. Municipio de Aguadilla, 144 DPR 651 

(1997).  

Conforme a ello, la Regla 83 de nuestro Reglamento sobre 

desistimiento y desestimación, nos concede facultad para 

desestimar por iniciativa propia un recurso de apelación o denegar 

la expedición de un auto discrecional, entre otras razones, por falta 
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de jurisdicción. 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83. La jurisdicción es un 

asunto respecto el cual debemos guardar celo y examinar con 

cuidado, pues si no poseemos autoridad en ley para dirimir una 

causa, cualquier pronunciamiento será nulo, salvo que sea para 

declarar la falta de jurisdicción y desestimar. Pagán v. Alcalde Mun. 

de Cataño, 143 DPR 314 (1997).    

III. 

 Analizado el recurso presentado por la peticionaria y conforme 

a la norma procesal antes expuesta, el mismo debe ser desestimado 

por su presentación tardía sin que haya mediado justa causa para 

tal dilación. Veamos. 

 De una lectura del presente recurso de certiorari surge 

claramente que la peticionaria pretende impugnar la designación de 

la trabajadora social Lory Ann Artache Delgado como perito del 

tribunal. A esos efectos a la página siete (7) del escrito intitulado 

Recurso de Certiorari señaló que “… mediante la Orden aquí 

impugnada, el TPI autorizó la presentación de la TS Lory Ann 

Artache Delgado como testigo perito que no fue [autorizado] en la 

Sentencia del Recurso KLAN2018-00260.”8 Conforme surge del 

trámite procesal, la referida designación se realizó el 12 de 

diciembre de 2018 y notificada el 8 de enero de 2019. El 

presente recurso se presentó el 20 de noviembre de 2019 en exceso 

al término de treinta días de cumplimiento estricto, sin que medie 

justa causa para tal dilación. Por lo tanto, la peticionaria pretende 

solicitar la exclusión del testimonio de la trabajadora social Lory Ann 

Artache Delgado y de su informe luego de que esta ya fuera 

nombrada por el TPI sin su oposición. En este punto, se hace 

importante destacar también que, en octubre de 2019, la 

peticionaria impugnó el nombramiento de la TS Artache Delgado -

                                                 
8 Véase recurso, págs. 7 y 8.  
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efectuado en enero de 2019- luego de que esta  rindiera el informe 

ordenado por el foro primario. Sobre ello, resaltamos que en la 

moción radicada el 7 de octubre de 2019, la peticionaria señala... 3. 

Que este Honorable Tribunal previamente había autorizado el 

testimonio e informe de la TS Lory Ann Artache Delgado...9 Además, 

como señaló la Procuradora de Asuntos de Familia, esta tampoco 

presentó en tiempo ante el TPI su objeción al informe.10  

Asimismo, cualquier planteamiento de la peticionaria 

referente a la exclusión de la prueba resulta prematuro. En la Orden 

del 16 de octubre de 2019, notificada el 18 siguiente, el TPI señaló 

que se establecerá un plan de trabajo en la próxima vista. 

Por otro lado, destacamos que de la Sentencia dictada por este 

foro intermedio en el caso núm. KLAN201800260 surge que la 

peticionaria también señaló que el TPI erró al denegar la solicitud 

para que la Trabajadora Social rindiera una evaluación forense. En 

cuanto a ese aspecto, el panel hermano concluyó que el TPI erró al 

no permitir este tipo de evaluación en un caso con un carácter 

altamente contencioso y delicado.11 Por ende, la peticionaria 

pretende que se excluya la perito que ella misma solicitó en un 

momento dado.   

Además, en la Sentencia dictada en el KLAN201800260 el 

panel hermano indicó y citamos: “El trasfondo familiar, la mala 

relación entre las partes y los múltiples incidentes que han surgido 

a lo largo del caso, debieron mover al TPI a solicitar la intervención 

de una trabajadora social, fuera o no la recomendada por la 

Apelante.”12 

                                                 
9 Íd., a la pág. 115.  
10 Es importante señalar que la peticionaria no sometió ante el foro primario una 

oportuna reconsideración a la designación de la trabajadora social realizada por 

el TPI el 12 de diciembre de 2018, notificada el 8 de enero de 2019.  Por lo 

tanto, el escrito presentado por la peticionara el 7 de octubre de 2019, constituye, 

sin lugar a dudas, una reconsideración tardía lo que provoca que cualquier 
dictamen del foro primario -referente a la determinación impugnada- resulte ser 

inoficiosa para computar los términos de revisión ante este foro intermedio.   
11 Véase Apéndice del Recurso, pág. 89.  
12 Íd., a la pág. 90.  
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 Por último, entendemos meritorio destacar que en la 

Sentencia dictada en el KLAN201800260 el panel hermano señaló 

que “[a]l declararse incapaz a una persona, y designársele un tutor, 

el foro judicial debe contar con la mayor cantidad de prueba posible. 

El TPI debió aceptar la solicitud de utilizar a la Trabajadora Social 

o, en la alternativa, nombrar su propio perito.”13 Lo que 

evidentemente realizó el foro primario mediante la designación de la 

TS Artache Delgado el 12 de diciembre de 2018, notificada el 8 de 

enero de 2019.  Así, la peticionaria tenía el término de 30 días para 

acudir ante esta Curia en revisión para impugnar el nombramiento.  

Recalcamos que ello es precisamente lo que se pretende hacer ahora 

en este recurso el que se somete a más de 10 meses de emitida la 

notificación del dictamen.    

En conclusión, ante la presentación tardía del recurso, 

resolvemos que no tenemos autoridad en ley para considerarlo en 

los méritos y lo único que procede en derecho es desestimarlo. La 

falta de jurisdicción no puede ser subsanada, ni el tribunal puede 

asumir la jurisdicción que no ostenta. 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se desestima el 

presente recurso por falta de jurisdicción por su radicación tardía. 

Notifíquese.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

La Jueza Cintrón Cintrón disiente sin opinión escrita. 

 

 
 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

                                                 
13 Íd. Énfasis nuestro.  


